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Sobre: 
Art. 190-E C. P. REB. 
A ART. 182 C. P., 

ART. 5.15 L.A. Y 
ART. 5.04 L. A. 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el 
Juez Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres. 
 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN   

 
En San Juan, Puerto Rico, a  31 de agosto de 2016. 

El 29 de junio de 2016, el Sr. José O. Olmo Dinguis 

(peticionario), presentó una petición de certiorari ante este 

Tribunal. El peticionario solicitó que se le permitiera apelar la 

Sentencia impuesta a éste el 12 de febrero de 2016.  

Del expediente se desprende que el peticionario presentó su 

escrito fuera del término de treinta días siguientes a la Sentencia 

emitida por el TPI. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

deniega el presente recurso.  

I. 

Actualmente el peticionario se encuentra confinado bajo la 

custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación en 

Guayama. 
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El 12 de febrero de 2016, el TPI de Guayama emitió una 

Sentencia mediante la cual condenó al peticionario a cumplir las 

siguientes condenas: 

 “Ocho (8) años de cárcel por Infracción al Artículo 182 del 
Código Penal 
 

 Diez (10) años de cárcel por Infracción al Artículo 5.15 de la 
Ley de Armas 
 

 Diez (10) años de cárcel  por Infracción al Artículo 5.04 de 
la Ley de Armas 

Estas penas serán a cumplirse consecutivas entre sí y 
consecutivas con cualquier otra pena que estuviera 

cumpliendo el acusado”.    
 
Inconforme, el 29 de junio de 2016 el peticionario presentó 

su Recurso de Certiorari. 

El 18 de agosto de 2016 este Tribunal emitió una Resolución 

mediante la cual ordenó a la secretaria del TPI hacernos llegar en 

calidad de préstamo los autos originales de los casos G 

BD2013G0159,  G LA2013G091 y G LA2013G0192.  

Así pues, examinados los hechos de este caso y sin la 

necesidad de un trámite ulterior, procedemos a exponer el derecho 

aplicable.  

II. 

-A- 

 
Previo a considerar los méritos de un recurso, los tribunales 

están obligados a determinar si tienen la facultad legal para 

atender el mismo. Soc. de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644, 645 

(1979). Los tribunales debemos ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción, aun cuando ninguna de las partes invoque este 

defecto. Parrilla v. De La Vivienda La Junta, 184 DPR 393, 403 

(2012). El término „jurisdicción‟ significa el poder o autoridad que 

tiene un foro para considerar y decidir casos o controversias. 

Gearheart v. Kaskell, 87 DPR 57, 67 (1963). La jurisdicción 

también ha sido definida como la facultad de oír y resolver una 

causa; o el derecho de un Juez de emitir una decisión conforme a 
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la ley en una causa o cuestión pendiente ante su consideración. J. 

Morales Lebrón, Diccionario Jurídico según la Jurisprudencia del 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, San Juan, Puerto Rico, Ed. 

Situm, Inc., 2008, Vol. III, págs. 231-232.  

La Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

faculta a este Tribunal para, a iniciativa propia o a solicitud de 

parte, desestimar un recurso por falta de jurisdicción. Regla 83 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B; Juliá 

et al v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 (2001), pág. 366, 367. 

Cuando el tribunal carezca de jurisdicción deberá así declararlo y 

proceder a desestimar el recurso presentado, ya que la falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada por el tribunal ni por las 

partes. Julia et al. v. Vidal, S.E., 153 DPR 357, 362 (2001).  

Es importante recalcar que para que el foro apelativo pueda 

revisar una decisión del foro de instancia o de la agencia 

administrativa, "lo esencial es que se acompañe copia del 

documento en sí que recoge la decisión". Pueblo v. Rodríguez 167 

DPR 318, 324 (2006); Pueblo v. Pacheco Armand, 150 DPR 53, 61, 

(2000). Para poder cumplir con dicha obligación, el Reglamento de 

este Tribunal de Apelaciones expresamente le impone a la parte 

que solicita la revisión de una sentencia, resolución u orden del 

TPI así como del foro administrativo el deber de acreditar nuestra 

jurisdicción para atender el recurso presentado.   

-B- 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal de menor  jerarquía. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009).  El Tribunal de 

Apelaciones tiene la facultad para expedir el auto de certiorari de 

manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios.  
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Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).  Éstos 

son:  

“A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
 

D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio. 
 
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia”. 4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40. 

 
Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García Morales v. Padró Hernández, supra. La norma 

vigente es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

581 (2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717-719 
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(2007); In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 

(2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992); Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); Valencia Ex Parte, 

116 DPR 909, 913 (1986). 

Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención. De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 

de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia.  

Al analizar la procedencia de un recurso de certiorari, 

debemos tener presente su carácter discrecional que debe ser 

usado con cautela y solamente por razones de peso. Negrón v. 

Secretario de Justicia, supra, pág. 91; Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 91 (2008); Banco Popular de Puerto Rico v. 

Mun. de Aguadilla, 146 DPR 651, 658 (1997). 

Por su parte, la discreción se define como el poder para 

decidir en una u otra forma y para escoger entre uno o varios 

cursos de acción. Significa que el discernimiento judicial debe ser 

ejercido razonablemente para poder llegar a una conclusión 

justiciera. La discreción que tiene el foro apelativo para atender un 

certiorari, tampoco es absoluta. No significa actuar de una forma u 

otra haciendo abstracción al resto del derecho, porque entonces 

sería un abuso de discreción. El adecuado ejercicio de la discreción 

judicial está inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad. García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 

334-335 (2005). 
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-C- 

Debemos mencionar que la Regla 193 de las de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 193 establece que "la 

solicitud de certiorari deberá presentarse dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la fecha en que la sentencia fue dictada". 

Véase, además, Regla 32 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R.32 (Énfasis Nuestro). 

III. 

En el caso de autos, primeramente el peticionario no incluyó 

en su escrito copia de la Sentencia emitida por el TPI. Luego de 

examinar los autos originales del caso, surge que el peticionario 

presentó su Recurso de Certiorari fuera de los treinta días que 

dispone la Regla 193 de las de Procedimiento Criminal.  

Como ya hemos mencionado, el peticionario recurrió ante 

este foro mediante un recurso de certiorari solicitando la revisión 

de la Sentencia emitida por el TPI, no obstante no anejó la misma a 

su recurso. Recordemos, que la Regla 34 (E) (d) del Reglamento de 

este Tribunal, menciona que el apéndice de un recurso de 

certiorari deberá incluir: "[t]oda resolución u orden, y toda moción 

o escrito de cualesquiera de las partes que forme parte del 

expediente original en el Tribunal de Primera Instancia, en los 

cuales se discuta expresamente cualquier asunto planteado en la 

solicitud de certiorari, o que sean relevantes a ésta". 4 LPRA, Ap. 

XXII-B, R. 34. Así pues, de los autos originales surgen las fechas 

por las cuales fue sentenciado.  

En el caso ante nos, el peticionario presentó un escrito, por 

derecho propio, el 29 de junio de 2016 solicitando la revisión de la 

Sentencia impuesta por el TPI el 12 de febrero de 2016. Es decir, el 

peticionario tenía treinta días desde el 12 de febrero de 2016 para 

presentar su recurso ante nos. No fue hasta el 29 de junio de 2016 

que el peticionario presentó su recurso de certiorari; fuera del 
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término de 30 días y en exceso de casi cuatro (4) meses del término 

dispuesto.  

Además, la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, determina que este tribunal puede denegar motu 

proprio la expedición de un recurso por carecer de jurisdicción. 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (C) (Supl. 2011). No estando en posición de 

ejercer nuestra función revisora discrecional, procede denegar la 

expedición del auto de certiorari de conformidad con la Regla 83(C) 

supra. 

Por ende, debido a que los tribunales debemos ser fieles 

guardianes de nuestra jurisdicción, no podemos retener este 

recurso porque carecemos de jurisdicción para atenderlo y resolver 

el asunto planteado. 

IV. 
 

Por los fundamentos expuestos, se deniega la expedición del 

auto solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

                     Dimarie Alicea Lozada 
                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

                                                

 


